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INTRODUCCIÓN


			
			
			
			
			Varios casos de la historia reciente de Colombia describen un problema típico de las relaciones entre sociedad y clase política.

			Hugo Aguilar, exgobernador de Santander y nacionalmente famoso por haber sido el policía que dio de baja a Pablo Escobar en un tejado de Medellín, fue enviado a prisión en el 2011. Se le acusaba de haber realizado alianzas con grupos de autodefensa para que apoyaran su candidatura a las elecciones a la gobernación de Santander en el 2003. La justicia lo sentenció en el 2013 a una pena de 9 años. Duraría en prisión solo hasta el 2015, luego de recibir generosas rebajas a su pena. La Procuraduría determinó a su vez que Hugo Aguilar no podría ocupar cargos públicos en los próximos 20 años. Parecía que ese era el final de su poder político en el departamento. Pero aún tenía mucho que decir. Sus problemas con la justicia no impidieron que lograra endosar su caudal electoral a su hijo, Richard Aguilar, quien triunfó en las elecciones a la gobernación de Santander en el período comprendido entre el 2012 y el 2015. Su victoria fue aplastante: obtuvo 481 924 votos, el 56,15 % de la votación total.

			No fue fácil. La campaña tuvo que hacerse contra toda la presión social ejercida por los medios de comunicación. Los principales diarios del país denunciaron reiteradamente que Aguilar había negociado el respaldo armado y de recursos de los paramilitares del Bloque Central Bolívar a cambio de participación en la burocracia de la Gobernación. Y eso no era todo. Las denuncias apuntaban a que Aguilar era otra ficha de un entramado de políticos reunidos bajo el aval de partidos bastante cuestionados como Convergencia Ciudadana, Apertura Liberal, Alas-Equipo Colombia, entre otros, que no eran más que organizaciones de fachada para que políticos profesionales como él y sus patrocinadores pudieran disponer a voluntad de los recursos y de los beneficios del Estado (ver al respecto los trabajos de la corporación Arco Iris editados por López (2007 y 2010): Y refundaron la patria… y Parapolítica, la ruta de la expansión paramilitar y los acuerdos políticos). Incluso los medios locales fueron reacios a legitimar las aspiraciones políticas de Aguilar. Vanguardia Liberal, el principal diario de la región, no tenía reparos en publicar reportajes y noticias en su contra.1 Nada de eso impidió que su hijo ganara cuando él no pudo aspirar por sí mismo a la Gobernación.

			La detención de Aguilar no era un caso atípico. En muchas otras regiones de Colombia se experimentó una situación parecida. Alrededor de cien congresistas y un sinnúmero de políticos en las regiones fueron investigados por sus relaciones con los paramilitares. El escándalo dejó claro a todo el país que en una elevada proporción de sus componentes el sistema político estaba comprometido con prácticas y comportamientos por fuera de cualquier ética en una democracia. Y más que eso, demostró que los políticos —al igual que Aguilar— podían burlar las sanciones judiciales mediante la postulación de candidatos de confianza y dependientes de sus votos, quienes al llegar a los cargos públicos se convertían en una extensión de su poder. En la prensa esta figura se conoció como “parapolíticos en cuerpo ajeno”. No fueron pocos: Teresita García, Arleth Casado y Raúl Vives Lacouture son solo unos pocos nombres en la lista de quienes heredaron los votos de políticos involucrados en el escándalo de la parapolítica. Una investigación de Indepaz (Espitia, 2010) encontró que en las elecciones del 2010 al Congreso al menos 15 senadores obtuvieron curules como “para-herederos”.

			La parapolítica marcó, sin duda, la percepción de la corrupción en Colombia a mediados de la primera década del siglo XXI. Hizo caer en cuenta a la sociedad colombiana de la magnitud del problema de la financiación y de la interferencia de organizaciones armadas sobre las elecciones. Sin embargo, los vínculos con narcotraficantes y grupos ilegales venían de mucho antes. A mediados de los años noventa, el llamado “proceso 8000” involucró a una gran cantidad de políticos de todas las regiones con el Cartel de Cali y demostró que el fenómeno no era exclusivo de las elecciones locales. Ante la contundencia de las pruebas y el escándalo en los medios de comunicación, al presidente de entonces, Ernesto Samper, le tocó admitir que su campaña había recibido dineros del narcotráfico. No obstante se cuidó en precisar que fue una situación que ocurrió a sus espaldas. Acusó al gerente de la campaña, Fernando Botero, de robarse el dinero entregado por los narcotraficantes. A pesar de que la mayoría de los colombianos poco le creía, el presidente Samper no renunció y pudo terminar su mandato en 1998. Más aún, Samper pudo reencaucharse en la política. Continúa teniendo peso en el Partido Liberal y actualmente suena como uno de los negociadores del proceso de paz con el ELN.

			Pero en realidad esto no era nada nuevo. Ya antes del proceso 8000 y de Ernesto Samper existían testimonios creíbles sobre el ingreso de dinero de los carteles en las campañas presidenciales. Si se analizan los eventos y los personajes involucrados existen muchos motivos para creer que en la campaña de 1982 ambos candidatos, Alfonso López y Belisario Betancur, recibieron grandes sumas de dinero de los narcotraficantes (Duncan, 2014). Ni más ni menos que el mismo Samper, quien fue gerente de la campaña de López, afirmó el 12 de julio de 1983 en una entrevista al periódico El Tiempo que la campaña rival había recibido “dineros calientes” y le pidió al Conservatismo “[no] convivir, ni consentir ni ser indiferentes con la intervención de las mafias en la política colombiana”. De manera por demás irónica, y cuatro páginas más adelante en esa misma edición de El Tiempo, Samper tuvo que desmentir a Pablo Escobar, quien había afirmado que durante la campaña de 1982 le había entregado una “crecida suma” para los gastos del Liberalismo: “Que la mafia hubiera dado un dinero —lo cual no me consta— es una cosa, y que estuviera comprometida la campaña o el candidato es una cosa muy distinta”. Desde entonces Samper se había visto obligado a responder por cuestionamientos sobre la filtración de dineros del narcotráfico en campañas políticas.

			Aunque los vínculos con el narcotráfico eran más fáciles de observar y sirvieron para que la sociedad aterrizara sobre la realidad del comportamiento su clase política, lo cierto es que no era la única razón por la que las cosas estaban mal. La captura de recursos públicos a través de procedimientos corruptos, el uso masivo del clientelismo para ganar elecciones, la financiación por terceros que eran beneficiarios de decisiones gubernamentales, etc., eran prácticas comunes entre la clase política desde antes de la parapolítica (Guillén, 1996 y 1963). Durante el Frente Nacional (1958–1974) estas prácticas se habían masificado. La política se convirtió en una feroz competencia por los recursos del Estado para mantener la lealtad de las bases clientelistas. La tierra dejó de ser el recurso fundamental para alinear a las clientelas debido al crecimiento del presupuesto estatal (Leal y Dávila, 1990; Archer, 1990). Los servicios públicos, los subsidios del Gobierno, los puestos en el Estado y la repartición de dinero comenzaron a determinar las votaciones.

			Con la apertura del sistema político al final del Frente Nacional y la introducción de la Constitución de 1991 se intensificaron los recursos disponibles desde el Estado y la competencia electoral. Como consecuencia, el clientelismo y la corrupción se extendieron tanto hacia arriba como hacia abajo del sistema político. No era extraño que desempeñaran un papel importante en las elecciones y en los gobiernos de todos los niveles. Fuera una gobernación importante o el concejo de un municipio de pocos miles de habitantes, la dinámica era previsible: políticos que competían por el respaldo de financiadores —que luego reclamaban su dinero de vuelta mediante contratos o decisiones políticas— y por el apoyo de clientelas —que entregaban sus votos a cambio de un pago en efectivo, un trabajo, un cupo en una escuela o un subsidio del Estado—. Y en muchos casos, políticos y financiadores eran la misma persona.

			Pero, además, casos como el de Samper y el proceso 8000 demostraron la existencia de dos atributos adicionales del funcionamiento del sistema político colombiano. En primer lugar, que el fenómeno de miembros de la clase política que son denunciados por comportamientos contrarios a la ética pública y que, a pesar de ser expuestos ante la ciudadanía, se mantienen vigentes en la vida política no es solo regional. Las actuaciones de presidentes, ministros y demás figuras nacionales no dejan mayor margen de duda al respecto. No solo sucedió que Samper no renunció con todo y la avalancha de pruebas que lo vinculaban a los narcotraficantes del Cartel de Cali, sino que reiteradamente las noticias señalaban a importantes líderes y dirigentes nacionales involucrados en comportamientos cuestionables y que la tendencia era permanecer en sus cargos y posiciones públicas contra toda indignación de la ciudadanía. Hoy en día, el escándalo de la compañía brasileña Odebrecht, famosa por haber sobornado a la clase política de todo el continente para hacerse a jugosos contratos, salpica a las dos principales campañas presidenciales del 2014. Hay fuertes indicios de que en el 2010 Odebrecht pagó cuentas de publicidad a la campaña del presidente Juan Manuel Santos por 400 000 dólares2 y de que en el 2014 lo hizo por un millón de dólares;3 sin embargo, en ningún momento el escándalo ha puesto en duda la continuidad de Santos en su cargo. Incluso, no es ni siquiera un tema acerca del cual el Presidente se vea obligado a responder constantemente.4

			Incluso que un acusado renuncie no significa que pierda la confianza de la sociedad al punto de ver finalizada su carrera pública. En 1999, Mauricio Cárdenas, una de las figuras con mayor proyección del Conservatismo, con doctorado en Harvard e hijo de un expresidente de la Federación Nacional de Cafeteros, se vio envuelto en el escándalo de Dragacol. En un contundente debate, el senador Javier Cáceres denunció cómo el entonces ministro Cárdenas fue al menos negligente para impedir que el Estado perdiera varios miles de millones de pesos por pagos a un contratista que prestaba servicios de dragado (Congote, 2001). Aunque Cárdenas tuvo que renunciar y perdió la oportunidad de lanzarse a la Alcaldía de Bogotá para el período 2001-2003, el escándalo no impidió que luego de pasado un tiempo prudencial volviera a ser ministro y actualmente suene dentro de los presidenciables del Conservatismo. Lo de Cárdenas es solo un ejemplo de muchos.

			En segundo lugar, los casos de corrupción muestran que es una práctica que no pertenece a un determinado sector político. Al margen de que los partidos sean de izquierda, derecha o centro, o de la pura fachada ideológica de ciertos movimientos, la clase política colombiana ha demostrado recurrir a comportamientos contrarios a cualquier noción de ética en una democracia. Más aún, ha demostrado de que a pesar de que sus miembros sean denunciados ampliamente en los medios de comunicación, son reacios a renunciar a sus cargos públicos o a su posición en los partidos políticos e, incluso, a cambiar sus comportamientos. Quizá no exista un escándalo que mejor refleje la naturaleza transversal de la corrupción que lo ocurrido con el Grupo Nule, cuyos miembros sobornaron y firmaron contratos de infraestructura con todo tipo de partidos —desde la derecha del partido de la U, entonces el partido del presidente Uribe, hasta la izquierda del Polo Democrático. Fue precisamente con un alcalde del Polo Democrático en Bogotá, Samuel Moreno Rojas, que el escándalo estalló. La razón: el grupo Nule se había quedado sin liquidez para finalizar las obras contratadas con la Alcaldía. Como suele suceder, Samuel Moreno se resistió a renunciar. Fue solo cuando la justicia le dictó medida de aseguramiento a él y a su hermano, quien se hizo famoso por el rumor de que quemó los archivos de la alcaldía de Bucaramanga para evitar investigaciones,5 que abandonó su cargo.

			El caso de los hermanos Moreno muestra también que el asunto de comportamientos contrarios a la ética de la democracia no se reduce al narcotráfico. De hecho, el desvío ilegal de recursos a manos privadas a través de la contratación pública es la principal forma de corrupción en el país, o al menos la más costosa para el desarrollo de la sociedad. Aunque sea prácticamente imposible estimar cuánto se pierde por corrupción, es plausible afirmar que, en vez de invertirse en infraestructura, educación, atención hospitalaria, ciencia y tecnología, etc., una parte muy alta del presupuesto del Estado se dilapida en el consumo privado de un sector social compuesto por políticos profesionales, contratistas públicos y empresarios ilegales. La Contraloría General de la República ha estimado los montos de la corrupción en 50 billones de pesos anuales, equivalente al 4 % del PIB colombiano, lo que, al margen de la confiabilidad de la cifra por la metodología utilizada, da una idea de la magnitud del asunto.6 Por algo, en las encuestas la corrupción es el tema que progresivamente adquiere más peso en la percepción de los colombianos. De acuerdo con la encuestadora Gallup, en agosto del 2008 la percepción acerca de la corrupción era de que para el 45 % de los colombianos estaba mejorando y para el 39 % empeorando. ¡Siete años después esa misma percepción había cambiado radicalmente: solo para el 6 % estaba mejorando mientras que para el 89 % estaba empeorando!7

			LA NATURALEZA DEL PROBLEMA


			La abundancia y la intensidad de las relaciones clientelistas y de la financiación por parte de terceros con el ánimo de obtener prerrogativas por fuera de la ley podría hacer parecer que la democracia colombiana es solo una ilusión. Sin embargo, las elecciones distan de ser cerradas o de poder categorizarse de manera tajante como no libres. La competencia es real e intensa la mayor parte del tiempo y para la mayor parte de los habitantes del país. Solo en ciertos períodos y regiones durante el conflicto reciente, en que la amenaza de organizaciones armadas a los electores y el fraude en el conteo de los votos determinaban el ganador con antelación, puede hablarse de elecciones no competitivas. Eso no quita que algunos candidatos puedan encontrarse en condiciones desventajosas, por sus escasos recursos, por su pobre acceso a medios de comunicación y, sobre todo, por no disponer de clientelas que les garanticen votos cautivos, pero en general los resultados de las elecciones son inciertos.

			Tampoco puede hablarse de que en Colombia el problema sea la ausencia de una sociedad civil, entendida como el conjunto de organizaciones independientes que median entre la sociedad y el Estado,8 y de una prensa libre. Las ONG han sido sumamente eficaces en la denuncia de miembros de la fuerza pública y de políticos involucrados en violaciones a los derechos humanos. Muchos de ellos han terminado tras las rejas por sus denuncias. Del mismo modo, es diciente cómo las organizaciones de la sociedad civil han logrado impresionantes conquistas en temas como los derechos de la población LGBT y en la agenda feminista. Por su parte, la prensa ha podido cumplir su tarea con un enorme grado de libertad, si se considera toda la violencia experimentada durante las últimas décadas. Es cierto que en el nivel subnacional los periodistas son recurrentemente amenazados y tienen poca independencia de los propietarios de los medios de comunicación, es decir son muy susceptibles a los intereses de terceros, pero estas falencias se compensan con la presencia de un fuerte gremio de periodistas a nivel nacional que ha podido generar una prensa pluralista y relativamente independiente de otras instancias de poder. El caso de Samper y la financiación por parte del Cartel de Cali fue en gran parte producto de una fuerte presión de la prensa, aun desde medios del establecimiento que tradicionalmente habían tratado con benevolencia a los presidentes. En el caso actual de Odebrecht, tanto El Tiempo como Semana, dos medios con vínculos familiares con el presidente Santos —su cuñado y su sobrino son los directores—, no han omitido ninguna información que lo relacione con el escándalo.

			Quizá no exista un trabajo que más rescate la tradición liberal y democrática en Colombia, con todos sus defectos, que La nación soñada de Posada Carbó (2006). En realidad, el soborno, la apropiación ilícita de dineros públicos, el clientelismo a través de la compra de votos y la distribución de los bienes públicos, y en ocasiones el fraude en las elecciones y la injerencia de organizaciones criminales, por ejemplo, son fenómenos que pueden ocurrir en muchas democracias, incluso en los sistemas políticos de Europa occidental y Estados Unidos. Por supuesto, son fenómenos que ocurren con menor frecuencia e intensidad que en democracias como la colombiana. La gran diferencia entre ambos tipos de democracia se presenta cuando la sociedad no está en capacidad de controlar los comportamientos visibles de la clase política contrarios a cualquier noción de ética de lo público. Son varias las razones por las que la sociedad tiene enormes limitaciones para exigir que la clase política obtenga una sanción correspondiente a sus faltas al margen de las decisiones judiciales. Lo usual es que los miembros de la clase política identificados cometiendo actos contrarios a las prácticas que espera la sociedad de ellos se resistan a renunciar a sus cargos o a sus aspiraciones de ocupar cargos públicos.

			El problema no es entonces que no exista democracia en el sentido de la ocurrencia de elecciones periódicas y competidas, ni que no exista una sociedad civil organizada y una prensa libre, sino que en Colombia la clase política comete toda una serie de comportamientos intolerables, los cuales son visibles a la sociedad pero no conducen a un retiro de la vida pública de los actores involucrados. Por el contrario, los casos ilustrados previamente muestran que lo usual es que la clase política se mantenga vigente sin importar la naturaleza de sus comportamientos. La renuncia a sus cargos y a sus aspiraciones solo ocurre cuando la justicia actúa, y a veces ni eso. El exprocurador Alejandro Ordóñez, por ejemplo, fue destituido9 por nombrar en la Procuraduría a parientes de magistrados de la Corte Suprema, siendo estos los encargados de definir su reelección. Ni más ni menos que el máximo funcionario encargado de velar por el correcto comportamiento de los funcionarios públicos hacía uso del más burdo nepotismo para llegar y mantenerse en su cargo. No obstante, luego de salir de la Procuraduría, Alejandro Ordóñez se postuló como precandidato presidencial por el Conservatismo sin importar los motivos de su destitución. El mensaje es que los intereses políticos se anteponen a los comportamientos comprobados de la dirigencia y que la indignación de la sociedad es irrelevante para sancionar a la clase política.

			Este libro busca responder por qué la sociedad colombiana tiene tan poca capacidad de controlar a su clase política. En concreto, de reclamar que la clase política renuncie al uso extendido de determinadas prácticas intolerables en una democracia, lo que se expresa en que luego de ser identificadas esas prácticas, los políticos no renuncien a sus cargos hasta que la justicia, si es que lo hace, falle en su contra. Y, lo que es peor aún, la indignación de la sociedad es insuficiente para que el resto de políticos no repliquen las mismas prácticas de manera masiva y sistemática. La debilidad de la sociedad para ejercer control sobre los comportamientos de la clase política se expresa, por consiguiente, en una situación de corrupción generalizada, algo que diversos analistas y formadores de opinión han resaltado. No es de extrañar que con la firma de un acuerdo de paz con las Farc la corrupción se haya convertido en el principal tema en la agenda de problemas del país, por encima de la violencia.

			La respuesta a la pregunta se plantea desde tres supuestos que son reiterativos en los casos presentados al inicio. El primero es que en Colombia existe una prensa libre capaz de detectar no solo comportamientos corruptos entre la clase política sino también comportamientos contrarios a la ética que se espera de los dirigentes y funcionarios del Estado. Prácticas y comportamientos que en sí no son ilegales, pero que son impresentables porque levantan sospechas de apropiación de recursos públicos, de conflictos de intereses y de beneficios ilícitos a terceros, son detectadas y denunciadas reiteradamente. El segundo y el tercero es que existen, respectivamente, una democracia competitiva y relativamente libre a nivel nacional y subnacional, y una sociedad civil organizada, tal como se argumentó previamente.

			UNA RESPUESTA


			Si hay prensa libre, elecciones periódicas muy competidas y organizaciones de la sociedad civil, ¿por qué, entonces, la pobre capacidad que tiene la sociedad de controlar a su clase política? El error está en suponer que toda la sociedad tiene como prioridad que el comportamiento de sus dirigentes se adecúe a las instituciones formales de la democracia, es decir aquellas legalmente establecidas mediante consensos entre las distintas ramas del poder. Para algunos sectores hay asuntos más importantes en el desempeño de la clase política, como puede ser, dadas las circunstancias, que el Estado no persiga ciertas actividades económicas que, pese a ser violatorias en mayor o menor grado de la legalidad, constituyen su principal fuente de ingresos. Asimismo, para algunos miembros de estos sectores —como los vendedores ambulantes o los sembradores de coca— los ingresos solo son suficientes para garantizar su subsistencia y una mínima inclusión a los mercados. Para otros —como los capos del narcotráfico o los grandes contratistas del Estado—, sus ganancias comprenden sumas tan grandes que incluso pueden competir con las fortunas de las élites económicas en la legalidad. En el intermedio, entre quienes apenas obtienen lo suficiente para pagar sus gastos diarios y los multimillonarios, hay toda una diversidad de sectores sociales que viven de estas actividades.

			Al margen de las diferencias entre los distintos sectores involucrados en actividades económicas que transgreden la normatividad establecida, existe un interés político y un propósito común que los identifica: la necesidad de que la clase política proteja sus fuentes de ingreso de la intervención de las instituciones del Estado. Sin duda, estos sectores de la sociedad también padecen las deficiencias en la prestación de bienes y servicios públicos que implica una clase política que no rinde cuentas a la sociedad, o al menos no lo hace a los niveles de una democracia transparente en que los recursos se manejan de manera eficiente y responsable. No obstante, no solo están dispuestos a pasar por alto un pobre desempeño en la gestión pública de la clase política sino a respaldarla en su competencia por el poder dentro de la democracia, si a cambio les garantizan que sus fuentes de ingresos no van a ser afectadas.

			Es normal que en algún grado existan sectores  de una sociedad dispuestos a respaldar a través de votos, recursos y movilizaciones a políticos con comportamientos que son evidentemente opuestos a los principios y valores ideales en una democracia, como la transparencia de los procedimientos, la rendición de cuentas a la sociedad, el escrutinio a los dirigentes, el respeto a los derechos de las minorías, la asignación impersonal y racional de los recursos del Estado, entre otros. Más aún, es normal que dicho respaldo se manifieste de una forma más sutil, no como un apoyo activo sino como un apoyo pasivo, en el que una parte de la sociedad no manifiesta su indignación y su inconformismo ante determinadas actuaciones de su clase política. El problema es cuando los sectores que respaldan de manera activa y pasiva a dirigentes y funcionarios vinculados a hechos comprobados de corrupción y a comportamientos que son éticamente inaceptables constituyen una porción significativa de la sociedad, de modo que la respuesta del resto de esta es insuficiente para ejercer un control eficaz sobre la clase política. Puede haber escándalos en la prensa y movilizaciones sociales, pero sus efectos son anulados por el respaldo de los seguidores de los políticos involucrados y/o porque la indignación social no encuentra un eco en el grueso de la población. Dirigentes y funcionarios pueden entonces permanecer en sus cargos o volver a aspirar directa o indirectamente a ser elegidos en una votación y, por supuesto, pueden continuar con las mismas prácticas y comportamientos que condujeron a los escándalos.

			En Colombia, más de la mitad de la población económicamente activa depende de empleos informales. Eso no es todo. Los ingresos de una parte considerable de la población dependen de actividades que, si bien no son informales, involucran decisiones que no dependen de la competencia de mercados abiertos. Por el contrario, son el producto de decisiones políticas. Los contratistas del Estado, los beneficiarios de los subsidios públicos, los empleados de las administraciones locales y nacionales, los adjudicatarios de concesiones públicas como notarios, loterías y obras de infraestructura, así como sus empleados, dependen de decisiones relacionadas con el poder político. Y hay más: existe un sector de la población que vive de actividades que, más que informales, son ilegales, pero que al mismo tiempo son ampliamente toleradas por la sociedad. En muchos lugares la venta de piratería, los mercados de contrabando, la venta de combustible robado de los oleoductos, por ejemplo, son actividades que ocurren a la vista de todos sin que impliquen un rechazo por ser abiertamente violatorias de la ley. Eso sin mencionar algunos lugares en donde actividades criminalizadas como los cultivos de coca y la minería ilegal son el eje de la economía local.

			La respuesta entonces a la pregunta sobre la pobre capacidad de la sociedad colombiana para controlar a su clase política debe entenderse desde el punto de vista de una gran transacción política, mediante la cual amplios sectores de la población están dispuestos a respaldar a unos dirigentes sin importar sus comportamientos y prácticas, si a cambio se les garantiza protección desde las instituciones del Estado a sus actividades económicas. Y si no hay riesgo de que sean depuestos por la presión de la sociedad y si las posibilidades de ser nuevamente elegidos no se ven afectadas, los políticos tendrán fuerte incentivos para incurrir en actos de corrupción en beneficio propio.

			ALCANCES Y LIMITACIONES


			En sí la explicación que plantea este libro no tiene como alcance la corrupción en su globalidad. Es decir, no es una respuesta acerca de por qué existe tanta corrupción en Colombia, sino acerca de por qué la sociedad no es capaz de controlar comportamientos de su clase política que, sin duda, hacen más probable que ocurran casos de corrupción. Podría argumentarse, eso sí, que la pobre capacidad de control que la sociedad tiene sobre su clase política contribuye de manera directa a los altos niveles de corrupción en Colombia. Sin embargo, es una explicación parcial y limitada que va más allá de los propósitos del libro.

			Es evidente que otra serie de variables intervienen en la proliferación de la corrupción. Además, cualquier aproximación es incompleta si se toma por separado, sin considerar cómo interactúa con otras causas. Es imprescindible comprender cómo han interactuado estas variables para conducir a la situación actual. Más aún, es muy probable que varias de ellas también incidan en la pobre capacidad de la sociedad colombiana para controlar a sus políticos, de modo que complementan la explicación basada en la estructura informal e ilegal de un sector considerable de la economía.

			Podrían mencionarse al menos tres factores que tienen un enorme peso en la corrupción. En primer lugar está la cultura. Ciertos valores y comportamientos de los colombianos favorecen o son la expresión de un uso extendido de prácticas deshonestas. Los indicadores de la Encuesta Mundial de Valores muestran que es en Colombia, en una muestra de seis países, donde los niveles de confianza interpersonal son los más bajos. Mientras en Suecia el 37,2 % de las personas consideran que es necesario ser muy cuidadosas al tratar a la gente, en Colombia la cifra es del 95,2 % (Casas, 2015). Tanta desconfianza, al margen de otros efectos, es la demostración de cómo los colombianos no actúan de acuerdo con las expectativas de cumplimiento de las reglas del juego esperadas. Del mismo modo, las cifras de abstención electoral han girado alrededor del 50 % de los potenciales votantes, alcanzando cifras superiores al 60 % en algunas elecciones presidenciales (Cedae, 2013). La desconfianza con la clase política es altísima y, si la gente no vota, quienes compran los votos tienen menos competencia.

			En segundo lugar está la historia. El proceso de configuración del Estado, de las relaciones entre las élites del centro y de las regiones, y el uso del poder político para obtener rentas económicas son, de la forma cómo han ocurrido en la historia de Colombia, factores que han influido en la proliferación de comportamientos corruptos. Guillén (1996), por ejemplo, argumenta que la herencia del sistema de encomienda durante la Colonia y del sistema de hacienda luego de la Independencia explica muchos de los comportamientos de las élites políticas colombianas, sean sectores tradicionales o sectores emergentes. La ausencia de una reforma agraria también podría explicar el problema. You (2014) encontró evidencia que sugiere que, para tres Estados asiáticos, la inequidad en la distribución de la tierra tuvo una alta incidencia en la proliferación del clientelismo y la política basada en el patronaje. Autores colombianos (Reyes, 2009; Gutiérrez, 2014) han señalado que las altas tasas de concentración de la tierra en el país, entre las peores del mundo, se expresan en una sobrerrepresentación de élites políticas asociadas al clientelismo y la corrupción.

			Y en tercer lugar, está la propia estructura de funcionamiento del sistema político. La democracia es ante todo un sistema de pesos y contrapesos para evitar abusos de poder y violaciones a la normatividad. Esa es una de sus virtudes. Pero eventualmente los contrapesos pueden servir para que sectores con un menor poder relativo puedan exigir concesiones contrarias a las normas legalmente establecidas. Si el diseño institucional implica que los nombramientos y el presupuesto de los congresistas y de los jueces dependen de arreglos con la rama ejecutiva, puede llegarse al caso que en vez de un sistema de contrapesos se llega a un sistema de arreglos en el que las partes coluden para capturar rentas públicas por medios ilegales. Los costos de transacción se encarecen porque suponen numerosos acuerdos entre los más diversos sectores de la clase política. El material de intercambio para obtener el respaldo político y adelantar las agendas de gobierno es una aceptación de conductas y la concesión de espacios y rentas estatales. Si alguna instancia de gobierno aprieta y controla la corrupción, pierde respaldo entre el resto del sistema político para acceder al poder.

			Estas tres variables se consideran frecuentemente a lo largo del libro, pero no se ofrece ninguna explicación sobre sus orígenes en el caso particular colombiano ni sus efectos concretos en la corrupción y en la pobre capacidad de control por parte de la sociedad sobre la clase política. Son asuntos que están por fuera del alcance de la investigación que aquí se plantea. Sobra decir que otras variables también podrían ofrecer explicaciones plausibles sobre el fenómeno.

			EL LIBRO


			El libro consta de dos partes. La primera profundiza la tesis central de una economía política basada en la protección de la riqueza y de medios de vida provenientes de actividades y transacciones informales, ilegales y/o criminales, como explicación de la pobre capacidad de control que tiene la sociedad colombiana sobre su clase política. La segunda se centra en casos que ilustran la tesis, empezando con el nivel micro de la política en regiones periféricas hasta llegar a la gran estructura nacional. Luego se revisan ciertos cambios en la historia del sistema político en relación con el peso que han tenido el narcotráfico, la violencia y los contratos públicos en la definición de las campañas electorales. De igual manera, estas variables dicen mucho de cómo ciertas prácticas económicas definen la estructura de poder a la vez que obtienen protección de las instituciones del Estado.

			Como siempre este libro está dedicado a mi esposa Adriana, a mis hijos Santiago y Antonio, a mis padres, a mi hermano y al resto de la familia. Sara Ruiz, Laura Gallego, Manuela Pantoja, Pablo Castellanos y otra persona que prefirió omitir su nombre por razones de seguridad fueron parte importante de la investigación y de la escritura del libro. Quiero agradecer a Jorge Giraldo, Mauricio Uribe, Adriana Ramírez y la Universidad Eafit por su colaboración para la realización de este libro. Del mismo modo a Gabriel Iriarte y Juan Camilo González, de Random House. Sin su respaldo hubiera sido imposible. Laura Ardila, del portal La Silla Caribe, fue muy importante para contrastar la hipótesis de investigación con la información de los casos presentados. Sin su trabajo periodístico no me hubiera atrevido a presentar mis argumentos. Finalmente quiere dar las gracias a cualquiera que haya olvidado mencionar: excusen cualquier ingratitud.

			
			

					1	Ver en Diario Vanguardia el artículo “Habla el oficial del Ejército que denunció la parapolítica en Santander”, publicado el 25 de Junio de 2017. Disponible en: www.vanguardia.com. Y “Gobernaciones de Hugo y Richard Aguilar salpicadas por casos de corrupción” pwublicado el 30 de Noviembre de 2017. Disponible en:  www.vanguardia.com.

				


					2	 Prieto, el gerente de la campaña, reconoció incluso que el pago de los 400 000 dólares efectivamente se hizo. Ver por ejemplo en el diario Vanguardia Liberal el artículo “Roberto Prieto reconoció que habría irregularidades en campaña de Santos en 2010”, publicado el 14 de marzo del 2017. Disponible en:  www.vanguardia.com.

				


					3	Ver en la revista Semana el artículo “Campaña de Santos habría recibido US$1 millón de Odebrecht”, publicado el 2 de julio del 2017. Disponible en:  www.semana.com.

				


					4	La Silla Vacía buscó la versión del presidente Santos para esta historia, pero tanto su consejero de comunicaciones, Camilo Granada, como su jefe de prensa dijeron que el Presidente no se pronunciaría sobre este tema. Ver el artículo “La plata que se movió alrededor de la campaña Santos 2014”, publicado el 13 de marzo del 2017. Disponible en:  lasillavacia.com.

				


					5	De acuerdo con La Silla Vacía, Iván Moreno “tuvo que lidiar con polémica tras un incendio en 2001, en el que se quemaron varios pisos de la Alcaldía y varios de los documentos que allí se encontraban. En Bucaramanga Moreno fue señalado como el culpable del incendio, debido a una investigación que le estaba haciendo la Contraloría, pero Moreno nunca fue acusado formalmente y se defendió diciendo que la aseguradora no encontró nada raro”. Ver en La Silla Vacía el artículo “Iván Moreno Rojas”, actualizado el 6 de diciembre del 2017. Disponible en:  lasillavacia.com.

				


					6	Ver en el diario El Tiempo el artículo “Saqueo de la corrupción equivale a casi un billón de pesos por semana”, publicado el 26 de febrero del 2017. Disponible en:  www.eltiempo.com.

				


					7	Gallup (2017). Disponible en: http://images.etn.eltiempo.digital/uploads/files2017/08/30/0259-17000010%20GALLup%20POLL%20-120.pdf.

				


					8	Definición básica basada en un autor tan clásico como Tocqueville (2010).

				


					9	Ver en Portafolio el artículo “Razones del Consejo de Estado por las cuales la reelección del Procurador es nula”, publicado el 8 de septiembre del 2016. Disponible en:  www.portafolio.co.

				




			EL ASUNTO EN CUESTIÓN


			
			La corrupción ha sido, en la mayoría de los casos, un concepto vagamente definido. Abarca innumerables prácticas que al final de cuentas hacen que muchas conductas, tanto privadas como públicas, sean etiquetadas como corruptas. En lo que concierne al oficio de gobierno, la corrupción puede ser definida de manera general como “el abuso del poder en lo público para beneficios privados” (Tanzi, 1998). Sin embargo, continúa siendo un concepto demasiado amplio y ambiguo, donde caben muchos comportamientos que no necesariamente son ilegales. Es una línea muy fina lo que separa la corrupción de actuaciones legales que enriquecen a terceros. Los poderosos pueden enriquecerse y enriquecer a otros sin violar las leyes.

			Gambetta (2002) ofrece en ese sentido una definición más precisa. La corrupción es, para él, un proceso de distorsión de funciones en la relación que se establece entre un agente, como podría ser un gobierno o una administración pública, y el actor colectivo que confía en el agente para realizar determinada tarea, para el caso la sociedad o una comunidad. La distorsión de funciones ocurre para beneficiar a un tercero que sería el corruptor, para el caso un contratista público o un contrabandista, a través de la cesión de unos recursos que van en contravía de las obligaciones que la sociedad confía en el agente administrador de los asuntos públicos. Para ilustrar el concepto de Gambetta basta imaginarse un político (el agente) elegido por los ciudadanos (el actor) que facilita por un soborno las ventas de un contrabandista (el tercero) sin que paguen impuestos (el producto de la corrupción que pierde la ciudadanía). Se trata ante todo de un proceso de destrucción de confianza que se desprende de problemas de información (Vannuci, 2015). La sociedad no tiene manera de saber si a quien comisiona para la administración de los asuntos públicos está efectivamente comprometido en cuidar sus intereses y no los de terceros. Algunos de los comportamientos de los administradores, es decir de la clase política que gobierna la sociedad, son visibles, otros lo son menos y otros tantos son prácticamente imposibles de observar. La conceptualización de Gambetta es sumamente elegante y útil porque precisa qué tipo de comportamientos caben dentro del concepto de corrupción y cuáles no, evitando que cualquier tipo de prácticas que vinculen la administración pública con procedimientos ilegales sean identificadas como corrupción.

			Para efectos del objeto de estudio de este libro, el pobre control social sobre los políticos, son de interés los siguientes tres aspectos de la democracia en los cuales pueden evidenciarse comportamientos de la clase política que señalan a la sociedad la posibilidad de actos de corrupción y, por consiguiente, la destrucción de la confianza depositada por la sociedad en sus gobernantes:

			 

			
					
Los procedimientos utilizados para que la sociedad entregue la administración de determinadas funciones. En una democracia los procedimientos para alcanzar un cargo público están dados por votaciones libres y periódicas de toda la población sin importar sus atributos económicos, sociales y étnicos. Pero hay más. Existe todo un diseño institucional para garantizar la existencia de un sistema de pesos y contrapesos que eviten los abusos de poder de unos pocos sectores sobre el resto de actores políticos y la sociedad. Además de la separación de poderes, existe toda una serie de elecciones a nivel subnacional que evitan que el poder quede en pocas manos. En la democracia la sociedad no confía a un único administrador el oficio de gobierno, sino que el Estado está compartimentado. Los partidos son gobierno y oposición a la vez, las cortes están conformadas por magistrados de distintas vertientes ideológicas, los cuerpos legislativos tienen una composición pluralista y los cargos públicos son distribuidos entre las más diversas facciones al interior de los partidos. Es lo opuesto al control autoritario del Estado. De igual modo, existen reglas del juego acerca de los recursos que pueden y que deben disponer los candidatos que aspiren a los cargos de elección popular, de forma que las condiciones de la competencia por la representación de la gente y la aceptación de las ideas sean relativamente equitativas. El objetivo no es solo evitar que el poder se concentre en pocas manos, sino también que se roten periódicamente los depositarios del poder.De acuerdo con el concepto planteado por Gambetta, en sí mismo el uso de financiación ilegal o fraude para hacerse elegir no es corrupción. Sin embargo, sí pueden tener una relación muy estrecha con posteriores actos de corrupción. Aquellos políticos que violan las reglas para hacerse elegir, sobre todo si implican enormes cantidades de recursos, si su origen es ilegal y si son propensos al fraude, las probabilidades de que sean corruptos son muchos mayores. De alguna manera tendrán que desviar los recursos del Estado que la sociedad confió en ellos para retribuir a quienes los financiaron, si no han sido ellos mismos quienes financiaron su campaña. En otras palabras, el riesgo de corrupción es enorme porque necesitan recuperar los recursos invertidos en las campañas, bien sea a través de algún tipo de favorecimiento a terceros o a través de algún tipo de captura de rentas públicas de manera directa. Y bajo esa premisa, la violación a los mandatos establecidos por la sociedad al administrador se convierte en una obligación menos importante que la adquirida con los terceros o con las ambiciones económicas propias.



					
Los potenciales beneficios que terceros obtienen por la distorsión de las funciones del administrador a su favor. Las decisiones políticas conllevan la existencia de grupos en la sociedad que pierden y de otros que ganen; la mayoría de las veces es incluso una mezcla de aspectos en que se gana y aspectos en que se pierde. En las democracias se supone que políticos y funcionarios públicos deben evitar interceder por terceros de manera particular. Un dirigente puede pedir prerrogativas a favor de un gremio, grupo o sector, pero no puede beneficiar en sus decisiones a una empresa o a un individuo en particular. Más aún, las democracias suponen que si un funcionario gubernamental tiene que tomar decisiones que afecten sus intereses particulares, debe declararse impedido. Si no lo hace, en caso de identificar la incompatibilidad de intereses, la presión de la opinión pública debería ser suficiente para que la sociedad cuestione la legitimidad ética de un funcionario o político y, acto seguido, este debería estar obligado a renunciar a su posición y/o abandonar la vida pública.Los casos extremos de corrupción, aquellos en que la desviación de un recurso público a favor de un tercero o su apropiación por parte de la clase política es demasiado evidente, es decir, implique pruebas que no puedan ser refutadas, en teoría deben tener sanciones sociales aún más severas. La renuncia de los actores directamente involucrados no debería ser suficiente. El partido político que avaló los funcionarios, quienes los nombraron en su cargo público y quienes quieran que se haya beneficiado de sus decisiones están obligados también a responder ante la sociedad. Deben ofrecer explicaciones convincentes de su error y demostrar que fue de buena fe para no verse ellos mismos arrastrados por el escándalo. Así mismo, sobre los jueces que son responsables de decidir el castigo existe una fuerte presión para que apliquen sanciones equivalentes a la magnitud de la indignación social y que, de paso, lancen una señal al resto de la clase política sobre las consecuencias de traicionar la confianza de la sociedad.



					
La capacidad que tiene la sociedad de ver los comportamientos sospechosos del administrador a favor de un tercero. La capacidad de la sociedad de controlar la corrupción del administrador del Estado depende, en gran parte, de su capacidad de observar los comportamientos de la clase política y los funcionarios públicos. La existencia de prensa libre y de una sociedad civil organizada, por citar solo dos tipos de instituciones propias de las democracias, es necesaria aunque no suficiente. Si la sociedad no es capaz de observar el comportamiento de los administradores del Estado, su control dependerá exclusivamente de la vigilancia de las entidades estatales que funcionan como pesos y contrapesos entre sí. Son, en esas circunstancias, los procesos judiciales al interior de las propias instituciones del Estado los que efectivamente castigan o absuelven los comportamientos relacionados con la corrupción de los administradores.En la práctica, cuando en una democracia la sociedad no está en condiciones de observar los comportamientos de los administradores, las decisiones judiciales corren un mayor riesgo de convertirse en transacciones amañadas o, dicho de otro modo, en colusiones entre las partes. Quienes administran las diferentes entidades del Estado que constituyen el sistema de contrapesos, en vez de prevenir la corrupción, pueden convertirse en sí mismos en intermediarios que contribuyen a la apropiación de recursos públicos con total inmunidad. Suele ocurrir también al interior de una democracia que la competencia entre facciones lleve a una vigilancia parcial. Una facción dada aplica el control solo sobre aquellas entidades que no son administradas por funcionarios leales y es totalmente laxa con los leales. Al final, si muchas facciones compiten dentro de esta lógica, el resultado es un sistema de pesos y contrapesos inoperantes para atenuar la corrupción. Cualquier facción que desbanque a un administrador corrupto instalará un administrador leal que muy probablemente también sea corrupto.



			

			 

			¿Cómo es la naturaleza de estos comportamientos de la clase política para el caso colombiano? ¿Hasta qué punto propician la comisión de actos de corrupción? Podrían describirse bajo la siguiente lógica: a) existen elecciones libres y competidas, aunque en muchos casos, a veces la mayoría, los participantes deben apelar necesariamente a ciertas prácticas como el clientelismo y la financiación por encima de los topes establecidos para tener la oportunidad de ganar; b) existe suficiente prensa libre y sociedad civil organizada para que muchas de las prácticas en las que incurren sean denunciadas reiterativamente ante la opinión pública; c) sin embargo, los efectos de las denuncias en los comportamientos de la clase política son bastante limitados si al escándalo mediático no lo acompañan decisiones judiciales, y d) todo esto ocurre en un ambiente de mucha corrupción, como se verá más adelante, en que innumerables terceros y la propia clase política se apropian de una porción significativa del presupuesto público.

			ELECCIONES LIBRES Y COMPETIDAS BAJO CIERTAS PRÁCTICAS


			La democracia en Colombia, pese a los períodos de extensa violencia, no se ha caracterizado precisamente por ciclos de autoritarismo, ni por ser un sistema excluyente, al menos en tiempos recientes.10 En el contexto de América Latina llama la atención porque la competencia efectiva en las urnas ha sido pocas veces interrumpida por dictaduras. Y si bien es cierto que durante el pacto entre élites liberales y conservadoras del Frente Nacional existían restricciones a la participación de partidos distintos a los tradicionales, existía la posibilidad para las terceras fuerzas de participar en las elecciones a través de alianzas con facciones de los partidos Liberal y Conservador.

			A principios de los años noventa las restricciones existentes habían sido desmontadas. Cualquier fuerza política podía participar directamente en las elecciones, se instauró la elección popular de ejecutivos locales (gobernadores y alcaldes) y la Constitución de 1991 trajo un diseño descentralizado de ejecución del gasto público.11 Desde entonces se suceden elecciones periódicas y competidas no solo en el nivel nacional sino también en el subnacional, salvo en algunos lugares y períodos en los que la violencia afectó la libertad de competencia. En general, elecciones como las presidenciales, las de alcaldías de las principales capitales y algunas curules del Congreso son relativamente limpias. No responden a operaciones masivas de fraude y el voto de opinión tiene un peso sustantivo, salvo en casos en que la competencia es muy pareja y recursos de origen cuestionable, como en el caso del proceso 8000 y probablemente de Odebrecht, pueden definir los resultados a través de la financiación de votos clientelistas. Sin embargo, es a medida que las elecciones se adentran en regiones donde existe menos riqueza y población, que el uso del clientelismo, de la violación de los topes de financiación, de la financiación por contratistas, narcotraficantes y empresarios ilegales, y de recursos públicos para hacer campaña electoral se convierten en prácticas mucho más extendidas.

			Debido al peso que pueden tener estas prácticas en los resultados electorales del nivel regional, varios analistas (López, 2007 y 2010) han comparado la situación con los autoritarismos subnacionales de Gibson (2005 y 2010), es decir sistemas democráticos que, en el ámbito de ciudades intermedias, municipios y departamentos, esconden prácticas y comportamientos propios de regímenes autoritarios. Si al clientelismo, la corrupción y la financiación ilegal se le suma la violencia política, como ocurrió en muchos casos durante las décadas pasadas debido al conflicto armado, es bastante acertado hablar de autoritarismos. Pero cuando no hay violencia de por medio se trata más bien de autoritarismos competitivos en el nivel subnacional, una cierta extrapolación de la concepción de Levitsky y Way (2004) sobre ciertos regímenes políticos autoritarios con presencia de votaciones y competencia real por el poder. Muchas facciones utilizan las prácticas mencionadas, lo que conduce a una competencia feroz a pesar de los mecanismos poco limpios que son utilizados para alcanzar el poder.
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